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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 

Lima, 10 de octubre de 2017   

 

ASUNTO 

 

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Jorge Sosa Dueñas contra 

la resolución de fojas 64, de fecha 13 de setiembre de 2016, expedida por la Sala Civil 

de la Corte Superior de Justicia de Cusco, que declaró improcedente la demanda de 

autos. 

 

FUNDAMENTOS 

 

1. En la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario 

oficial El Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, en el 

fundamento 49, con carácter de precedente, que se expedirá sentencia interlocutoria 

denegatoria, dictada sin más trámite, cuando concurra alguno de los siguientes 

supuestos, que igualmente están contenidos en el artículo 11 del Reglamento 

Normativo del Tribunal Constitucional, los cuales se presentan cuando: 

 

a) Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque. 

b) La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial 

trascendencia constitucional. 

c) La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal 

Constitucional. 

d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales. 

 

2. En el presente caso, se evidencia que el recurso de agravio no está referido a una 

cuestión de Derecho de especial trascendencia constitucional. Al respecto, un 

recurso carece de esta cualidad cuando no está relacionado con el contenido 

constitucionalmente protegido de un derecho fundamental; cuando versa sobre un 

asunto materialmente excluido del proceso de tutela de que se trata; o, finalmente, 

cuando lo pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial 

urgencia.  

 

3. Expresado de otro modo, y teniendo en cuenta lo precisado en el fundamento 50 de 

la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, una cuestión no reviste 

especial trascendencia constitucional en los siguientes casos: (1) si una futura 

resolución del Tribunal Constitucional no soluciona algún conflicto de relevancia 
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constitucional, pues no existe lesión que comprometa el derecho fundamental 

involucrado o se trata de un asunto que no corresponde resolver en la vía 

constitucional; o (2) no existe necesidad de tutelar de manera urgente el derecho 

constitucional invocado y no median razones subjetivas u objetivas que habiliten a 

este órgano colegiado para emitir un pronunciamiento de fondo.  

 

4. El presente recurso no está referido a una cuestión de Derecho de especial 

trascendencia constitucional, en vista de que no existe lesión que comprometa el 

derecho fundamental involucrado, toda vez que la parte demandante solicita que se 

deje sin efecto la Resolución 0527-2016-UNSAAC, de fecha 1 de abril de 2016 (f. 

5), la cual cesa al actor como docente de la Universidad Nacional de San Antonio 

Abad del Cusco por la causal de límite de edad, debido a una aplicación errónea del 

artículo 84 de la Ley Universitaria 30220, y que, como consecuencia de ello, se 

disponga reincorporarlo como profesor universitario. Se alega que “La edad 

máxima para el ejercicio de la docencia en la universidad pública es setenta años 

(…)”, y que, por tanto, la resolución mencionada lesiona su derecho fundamental al 

trabajo.  

 

5. El Tribunal Constitucional en la sentencia recaída en los Expedientes 0014-2014-

PI/TC, 0016-2014-PI/TC, 0019-2014-PI/TC y 0007-2015-PI/TC, publicada en el 

diario oficial El Peruano el 14 de noviembre de 2015, ha emitido pronunciamiento 

en el extremo referido al cese en la docencia universitaria por límite de edad. El 

Tribunal ha señalado que “la medida adoptada constituye el ejercicio de una 

potestad del legislador que permite realizar una finalidad constitucionalmente 

legítima sin que se revele como desproporcionada, por cuanto la ley no veda la 

posibilidad de que continúe realizando la actividad”. El Tribunal ha explicado que 

un profesor universitario con más de setenta años podrá continuar ejerciendo la 

docencia, pero en la categoría de extraordinario, para lo cual deberá efectuarse una 

evaluación de su mérito académico y de su producción científica, lectiva y de 

investigación. Asimismo, el Tribunal ha determinado que el límite de edad para el 

ejercicio de la docencia dentro de la categoría de ordinario no resulta 

inconstitucional, en tanto que esta ley no impide ejercicio del derecho de acceso a 

la función pública y del ascenso a esta. Finalmente, ha hecho notar que tampoco 

cabe hablar de discriminación entre docentes de universidades públicas y privadas, 

debido a que no es aplicable a estos la lógica relacionada con la función pública. 

 

6. El artículo 82 del Código Procesal Constitucional dispone que “Las sentencias del 

Tribunal Constitucional en los procesos de inconstitucionalidad y las recaídas en 

los procesos de acción popular que queden firmes tienen autoridad de cosa 
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juzgada, por lo que vinculan a todos los poderes públicos y producen efectos 

generales desde el día siguiente a la fecha de su publicación”. 

 

7. Sin perjuicio de lo señalado, debe precisarse que cualquier otro cuestionamiento a 

la  Resolución 0527-2016-UNSAAC o a otra resolución administrativa emitida por 

la entidad demandada, mediante el cual se objete la aplicación de la Ley 

Universitaria (art. 84), que, como se señaló, es constitucional respecto de la 

"docencia extraordinaria", debe ser dilucidado en la vía ordinaria. Ello en mérito a 

que constituye una vía igualmente satisfactoria al amparo en este caso en particular, 

siguiendo los criterios fijados por este mismo Tribunal al respecto. 

 

8. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 7 supra, se verifica que 

el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el 

acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-

PA/TC y en el  inciso b) del artículo 11 del Reglamento Normativo del Tribunal 

Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedente 

el recurso de agravio constitucional. 

 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere 

la Constitución Política del Perú, con la participación del magistrado Sardón de 

Taboada, cuyo fundamento de voto se agrega, convocado para dirimir la discordia 

suscitada por el voto singular del magistrado Ferrero Costa, que se adjunta, 

 

RESUELVE 
 

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional, porque la cuestión 

de Derecho contenida en el recurso carece de especial trascendencia constitucional. 

 

Publíquese y notifíquese. 

 

SS. 

 

RAMOS NÚÑEZ 

SARDÓN DE TABOADA 

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA 
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO SARDÓN DE TABOADA 

 

 

Si bien estoy de acuerdo con el fallo de la sentencia interlocutoria expedida en autos, 

discrepo de su fundamentación. 

 

En el acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-

2014-PA/TC ―precedente Vásquez Romero— este Tribunal Constitucional señaló que 

debe rechazarse el recurso de agravio constitucional cuando la cuestión de Derecho que 

contiene no sea de especial trascendencia constitucional. 

 

En este caso, la parte recurrente solicita que se declare inaplicable la resolución que 

dispone su cese como docente de una universidad pública por la causal de límite de 

edad, prevista en el cuarto párrafo del artículo 84 de la Ley 30220, Ley Universitaria, y 

que se disponga su reincorporación como profesor universitario. 

 

Sin embargo, para resolver las controversias referidas al régimen laboral público, existe 

una vía procesal igualmente satisfactoria constituida por el proceso contencioso 

administrativo ―regulado en el Texto Único Ordenado de la Ley 27584, aprobado por 

Decreto Supremo 013-2008-JUS―, el cual posee una estructura idónea para tutelar los 

derechos alegados y permite la solicitud de medidas cautelares. 

 

Por demás, me aparto del fundamento 5 de la presente sentencia interlocutoria, porque 

―conforme consta en el voto singular que emití en la sentencia recaída en los 

Expedientes 00014-2014-PI/TC, 0016-2014-PI/TC, 0019-2014-PI/TC y 0007-2015-

PI/TC, acumulados― considero que la Ley 30220 contraviene la Constitución Política 

del Perú, pues vulnera la autonomía universitaria y los principios generales del régimen 

constitucional económico; además, compromete el derecho de acceso a la educación y a 

la libertad de pensamiento. 

 

Por tanto, considero que el recurso de agravio constitucional debe rechazarse en 

aplicación del precedente Vásquez Romero, porque se trata de un asunto que no 

corresponde ser resuelto en la vía constitucional. 

 

S. 

 

SARDÓN DE TABOADA 
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA 

  
Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia 

de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente 

que disiento del precedente vinculante establecido en la STC 0987-2014-PA/TC, 

SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a 

continuación expongo: 

 

EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL COMO CORTE DE REVISIÓN O FALLO Y NO DE 

CASACIÓN 

 

1. La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionales como 

instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional 

en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia 

constitucional, dispuso la creación de un órgano ad hoc, independiente del Poder 

Judicial, con la tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena 

de los derechos fundamentales. 

 

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías 

Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía jurisdicción 

en todo el territorio nacional para conocer, en vía de casación, de los habeas corpus 

y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no 

constituía una instancia habilitada para fallar en forma definitiva sobre la causa. Es 

decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los 

derechos reconocidos en la Constitución.  

 

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías 

Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que 

dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha 

aplicado en forma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en la 

tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de 

señalar la deficiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la 

República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos, 

procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales 

mencionados. 

 

4. El modelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue seriamente 

modificado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los 

mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, amparo, habeas data 

y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional 

como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo 

califica erróneamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en  
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